EN LO PRINCIPAL: Nulidad; EN EL PRIMER OTROSI: Evacúa descargos; EN EL SEGUNDO OTROSI: Ofrece prueba; EN EL TERCER OTROSI: Patrocinio y poder; EN EL CUARTO OTROSI: Propone forma de notificación. 

SR. FISCAL INSTRUCTOR


Emiliano Arias Madariaga, abogado, Fiscal del Ministerio Público, Región de O’Higgins, domiciliado para estos efectos en calle Alameda número 710, ciudad de Rancagua, en mi calidad de sumariado, en investigación administrativa ordenada instruir por el Fiscal Nacional, mediante Resolución FN/MP Nº 532/2017, de 22 de marzo de 2017, a Ud., digo:

 
Sé
﷽﷽﷽﷽﷽﷽﷽﷽gnitud de los yerros hacen que nunciados, la afectaciuraleza de la actuacita esta autorizacvi la norma tranírvase Ud., encontrándome dentro del plazo previsto para ello, y de conformidad a lo dispuesto en los artículos 45 y siguientes de la Ley número 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público; el artículo 54 del Reglamento de Responsabilidad Administrativa de Fiscales y Funcionarios del Ministerio; el Oficio FN Nº 362/2009 de la Fiscalía Nacional sobre Instrucciones Generales para la Tramitación de Investigaciones Administrativas y; demás normas aplicables a la especie, tener por deducida solicitud de Nulidad de todo lo obrado en el actual sumario administrativo, solicitando a Ud., se sirva elevar la presente solicitud de Nulidad, junto a toda la investigación administrativa en análisis, para que al tenor de lo dispuesto en el artículo 54 del Reglamento de Responsabilidad Administrativa de Fiscales y Funcionarios del Ministerio, conociendo de la misma el Sr. Fiscal Nacional, resuelva decretar efectivamente la Nulidad impetrada y designar a un nuevo Fiscal instructor, el cual no puede tener la calidad de Fiscal Regional, de acuerdo a los argumentos de hecho y de Derecho que a continuación exponemos:  

Conforme consta de los actuales autos administrativos la actual investigación sumaria se inició por resolución FN/MP Nº 532/2017 de fecha 22 de marzo de 2017 en la que se designó como Investigador a don Cristian Paredes Valenzuela, Fiscal Regional de la IX Región, que es quien debe realizar la investigación administrativa en su calidad de Fiscal instructor designado para tal efecto. 
Pues bien, veamos que ocurrió en esta investigación administrativa. El Sr. Fiscal Nacional mediante Resolución N° 532/2017 instruye investigación administrativa designando como investigador al Fiscal Regional Sr. Cristian Paredes Valenzuela. Este investigador acepta el cargo, el cual designa como asistente y ministro de fe, al Fiscal adjunto Sr. José Ramirez Berenguer, el cual no obstante estar facultado conforme al artículo 18 inciso final del Reglamento de investigaciones administrativas de Fiscales y funcionarios del Ministerio Público, reiterado en el Oficio FN Nº 362/2009 de la Fiscalía Nacional sobre Instrucciones Generales para la Tramitación de Investigaciones Administrativas, sólo para certificar actuaciones de la investigación administrativa y actuar como ministro de fe, sin embargo, atribuyéndose facultades de las cuales carece, realizó la gran mayoría de las diligencias investigativas, específicamente tomó aproximadamente 13 declaraciones y despachó diversas diligencias en este sumario. A su turno, el Fiscal Instructor a cargo de esta indagación tomó aparentemente tan sólo 4 declaraciones. 
En el mismo sentido, recordemos que el Fiscal José Ramirez, actuario y Ministro de fe en la investigación administrativa, se trasladó hasta la Región de O’Higgins y tomó declaración a dos Fiscales Jefes de la Región a los que además les informó el inicio de una investigación administrativa en contra de ellos, por si y ante si, además tomar declaración a una gran cantidad de funcionarios, trasladándose asimismo a la Región Metropolitana tomando otras tantas declaraciones. 
El reglamento en su artículo 18 señala que el ayudante del Fiscal sólo puede certificar y actuar de ministro de fe, por lo tanto, no tenía facultades para realizar diligencias investigativas. La gran mayoría de las diligencias fueron realizadas por dicho Fiscal con infracción flagrante de la norma recién citada. El Fiscal Ramírez no podía trasladarse a otra región para realizar las diligencias que efectivamente realizó. El Fiscal instructor debió pedir autorización al Fiscal Nacional para que designara un Fiscal investigador ad-hoc para la práctica de determinadas y precisas diligencias para realizarse en otra localidad, pero en la especie el Fiscal instructor jamás solicitó aquello al Fiscal Nacional y, como consecuencia de lo anterior, evidentemente el Sr. Fiscal Nacional jamás pudo dictar la resolución designando al Fiscal Ramírez para actuar como investigador ad-hoc. 
En resumen, el fiscal que carecía de facultades legales y reglamentarias para realizar diligencias investigativas y menos aún trasladarse a realizarles en otra región, es quien realizó la mayoría de las diligencias, de hecho tomó el triple de las declaraciones que el Fiscal instructor. 
Pues bien, el vicio invocado en este punto afecta la totalidad de la investigación administrativa y formulación de cargos, vicio que es absolutamente sustancial dado que quien realizó esta investigación es una persona sin facultades para aquello, pero además, es una persona distinta de la que finalmente formula los cargos, la cual no obstante tratarse de un procedimiento regido por la inmediatez, no participó de la inmensa mayoría de las diligencias, por lo cual se hizo una idea de todo esto a partir de la lectura de diligencias realizadas por un tercero, lo cual sin dudas mermó el principio de inmediación y, como consecuencia de ello, de poder él mismo, al cumplir con el mandato del Sr. Fiscal Nacional y lo instruido en nuestro reglamento, el haberse empapado de la investigación para luego poder decidir el formular o no cargos en la presente indagatoria. 


POR TANTO; 


A partir de todo lo antes expuesto, Solicito al Sr. Fiscal Regional Instructor, que eleve esta solicitud al Sr. Fiscal Nacional, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 54 del Reglamento de investigaciones administrativas, para que este último, conociendo del mismo, resuelva decretar la nulidad de todo lo obrado en la presente investigación administrativa por el Fiscal asistente. 

PRIMER OTROSÍ: Que vengo en formular los siguientes descargos en la investigación:

I. VICIOS DE LA PRESENTE INVESTIGACIÓN

A. Haberse realizado diligencias de investigación que fundamentan los cargos por un funcionario que actuó sin facultades para ello.

Como se dijo en lo principal, el reglamento de responsabilidad administrativa de fiscales y funcionarios del Ministerio Público establece expresamente en su Art. 18 inciso primero, que: 
“La resolución que emita el Fiscal Nacional o Regional o el funcionario facultado para ello, que ordene investigar determinados hechos, deberá designar un fiscal o funcionario en calidad de investigador. Si la gravedad de los hechos lo aconsejare, como medida preventiva, en la misma resolución se podrá suspender de sus funciones a los funcionarios que aparecieren involucrados en los hechos. El investigador podrá trasladarse a una ciudad diferente de aquélla en que se instruye la investigación si fuere necesario o solicitar de la autoridad que requirió la instrucción de la investigación la designación de un investigador ad hoc para que se haga cargo de la práctica de determinadas diligencias a realizar en otra localidad.”

Agrega en su inciso final que:

“La resolución de nombramiento deberá ser notificada al investigador, quien podrá designar un asistente. El asistente podrá ser cualquier fiscal o funcionario del Ministerio Público y tendrá la calidad de ministro de fe y certificará las actuaciones de la investigación administrativa, según corresponda”.

Por Resolución F.I. Nº01 de 3 de abril de 2017, el Fiscal Instructor Cristian Paredes acepta designación y designa como asistente y ministro de fe al fiscal adjunto José Manuel Ramírez.
Sin embargo, y tal como lo señala la norma referida, el asistente es un ministro de fe y su participación se limita a certificar actuaciones de investigación, NO A REALIZARLAS.
En esta causa, el asistente nombrado -fiscal Sr. Ramírez- se trasladó a una región distinta de la que presta sus funciones y tomó -por sí solo- la mayor parte de las declaraciones que se prestaron en esta investigación, como resulta del sólo examen de los registros que constan en la misma.

De acuerdo a la norma antes citada, en la hipótesis de tener que practicar diligencias en una ciudad diferente a aquella en que se instruye la investigación, el investigador nombrado debió solicitar al Fiscal Nacional la designación de un investigador ad-hoc, lo que en el presente caso, no se hizo.

Ello hace que nos encontremos frente a un vicio fundamental que amerita la nulidad de todo lo obrado con infracción a la norma, ya que se han vulnerado las normas que radican en un instructor determinado la realización de la investigación, cargo que debe desarrollar en forma personal.

B. Formulación de cargos fuera del plazo concedido por el Reglamento

La Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público Nº19.640 es la que regula someramente, la responsabilidad administrativa de los fiscales.

En el Art. 51 inciso tercero de dicha Ley Orgánica se señala expresamente que la investigación administrativa no puede exceder el plazo de cinco días. 

“El procedimiento será fundamentalmente oral y de lo actuado se levantará un acta general que firmarán los que hubieren declarado, sin perjuicio de agregar los documentos probatorios que correspondan, no pudiendo exceder la investigación el plazo de cinco días. Tan pronto se cerrare la investigación o, en todo caso, al término del señalado plazo, se formularán cargos, si procediere, debiendo el inculpado responderlos dentro de dos días...”

Por su parte, el Reglamento de Responsabilidad Administrativa de Fiscales y Funcionarios del Ministerio Público, aprobado por Resolución FN/MP Nº1362 de fecha 30 de junio de 2009, determina normas de procedimiento en la tramitación de los procesos disciplinarios, estableciendo en el Título IV las normas particulares que regulan los procedimientos disciplinarios de los fiscales. El artículo 45 de este reglamento repite el término de 5 días, como máximo, que debe tener la investigación destinada a verificar la responsabilidad administrativa de los fiscales.

Ni la Ley Orgánica ni el Reglamento recién citado permiten la prórroga de este plazo de investigación.

Al respecto, resulta relevante destacar que este Reglamento sí permite una prórroga del plazo pero en el título III referido a las investigaciones administrativas de los funcionarios  (no fiscales), permitiendo en su artículo 25 que “en casos calificados, de existir diligencias pendientes decretadas oportunamente y no cumplidas o afinadas por razones de fuerza mayor u otras no imputables al investigador, podrá prorrogarse el plazo de investigación por el número de días que estime adecuado la autoridad que ordenó instruirla, hasta completar, como máximo 60 días.”.
Si bien puede ser cuestionable el establecimiento de dicha prórroga no contemplada en la ley, lo cierto es que sólo lo permite en las investigaciones administrativas realizadas a funcionarios no fiscales, siendo – en consecuencia- absolutamente ilegal y contraria a reglamento la investigación que excedió los 5 días establecidos en la ley orgánica constitucional y, en consecuencia, ilegal las actuaciones ventiladas con posterioridad a su vencimiento.

Cabe recordar que la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público establece una prohibición, esto es, no exceder la investigación el plazo de 5 días, prohibición que no puede soslayarse por una resolución del propio investigador, ya que nos encontramos frente a una norma de carácter administrativo, cuyo contenido no puede exceder el instructor sin violentar garantías esenciales establecidas para el inculpado.

En efecto, el plazo de investigación se encuentra establecido en favor del inculpado, quien evidentemente tiene derecho a que la investigación sea acotada al menor plazo posible, al encontrarse sometido a un procedimiento disciplinario, que en el presente caso se estima –además- absolutamente infundado y que prolonga indebidamente el sometimiento a un cuestionamiento en el actuar del Fiscal, distrayendo tiempo limitado que debiera estar empleado en el ejercicio de las funciones propias del cargo.

En el presente caso, la investigación se inició el 3 de abril de 2017 y se cerró el 2 de junio de 2017, por lo que ha tenido una duración de 41 días hábiles, tiempo extendido en exceso desde su inicio.

Se ha pretendido usar la norma del Art. 25 que permite – en el caso de los funcionarios no fiscales como se ha dicho- solicitar la prórroga en la investigación en casos calificados. Esa norma- sin embargo- no es aplicable supletoriamente a los fiscales ya que para estos, está expresamente regulada de forma distinta en el art. 51 ya citado. 

No obstante lo señalado, si igualmente se consideró aplicable dicha prórroga, lo cierto es que se exige que dicha prórroga se autorice solo en casos calificados, cuando se trate de diligencias previamente decretadas y que no se pudieron cumplir por fuerza mayor. Sin embargo, las sucesivas solicitudes de prórroga no cumplieron de forma alguna con dichas exigencias desde que las solicitudes son genéricas, como así también sus concesiones, sin que se haya justificado el caso calificado que hubiere permitido la prórroga en ninguno de los casos.
Si bien la declaración de este inculpado fue diferida por expresa petición mía, este hecho no facultaba al instructor a desarrollar diligencias distintas a dicha declaración, sobre todo si observamos que la serie de prórrogas en el presente caso no se fundamentan sólo en la declaración del inculpado, sino en otras diligencias que no fueron especificadas ni dispuestas dentro del plazo original.
Al respecto basta consignar que mi declaración se produce el día 18 de mayo de 2017 y recién el 2 de junio se cierra la investigación.

C. Falta de garantías de un debido proceso.

La presente investigación administrativa adolece de un defecto fundamental que viola una garantía reconocida tanto en la Carta Fundamental como en tratados Internacionales.

En efecto, la presente causa ha sido iniciada por el Sr. Fiscal Nacional por los hechos contenidos en la Resolución FN/MP Nº532/2017.

La Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público establece en su artículo 52 que “si el inculpado de alguna infracción a sus deberes fuere un Fiscal Regional, corresponderá al Fiscal Nacional aplicar el procedimiento establecido en el artículo anterior, con excepción de lo dispuesto en el inciso quinto”.  Por su parte, el Art. 51 inciso quinto señala que “el inculpado podrá apelar de la resolución, para ante el Fiscal Nacional.”

De esta manera, cuando el inculpado es un Fiscal Regional, no puede apelar de una eventual infracción a sus deberes, dejando radicada en una misma persona la decisión de abrir una investigación y resolver aplicar una sanción por estos mismos hechos.

Esto hace que quede al sólo arbitrio del Sr. Fiscal Nacional sancionar o no a un Fiscal Regional, sin que dicha actuación tenga un control que evite la arbitrariedad o la aplicación de sanciones sin fundamento.

La doble instancia es una garantía esencial del debido proceso, sin la cual nos encontramos frente a un proceso viciado que afecta una garantía individual reconocida en el ámbito constitucional e internacional.
El artículo 19 Nº3 de la Carta Fundamental consagra precisamente  el denominado debido proceso, señalando en su inciso sexto que “Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado”.
Por su parte, el debido proceso ha sido consagrado en diversos instrumentos internacionales.  En especial y en relación con el proceso disciplinario de los fiscales, las Directrices de la ONU sobre la Función de los Fiscales establecen que “Las faltas de carácter disciplinario cometidas por los fiscales estarán previstas en la ley o en los reglamentos. Las reclamaciones contra los fiscales en las que se alegue que han actuado claramente fuera del marco de las normas profesionales se sustanciarán pronta e imparcialmente con arreglo al procedimiento pertinente. Los fiscales tendrán derecho a una audiencia imparcial. Las decisiones estarán sometidas a revisión independiente”, agregando que “las actuaciones disciplinarias contra los fiscales garantizarán una evaluación y decisión objetivas.” 

Las mismas Directrices instan a que: “Los Estados garantizarán que los fiscales puedan ejercer sus funciones profesionales sin intimidación, trabas, hostigamiento, injerencias indebidas o riesgo injustificado de incurrir en responsabilidad civil, penal o de otra índole.”

Lo anterior con el objeto de garantizar la independencia con que los fiscales desarrollen sus importantes funciones, sin temor a presiones o represalias de ningún tipo. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos “ya ha tenido oportunidad de señalar que las y los fiscales deben gozar de la estabilidad necesaria para garantizar su independencia en los casos frente a los cambios políticos o de gobierno. Dicha estabilidad, reflejada en un nombramiento adecuado y un régimen disciplinario que garantice todas las garantías aplicables, permite que no se separe arbitrariamente a un fiscal de su cargo por el hecho de haber tomado una decisión que no goce de popularidad. En consecuencia, la Comisión Interamericana considera que teniendo en cuenta los riesgos que implica la libre remoción las y los operadores de justicia en el acceso a la justicia, así como la naturaleza sancionatoria de los procesos disciplinarios, los actos dirigidos a sancionarlos por motivos atribuibles a su conducta deben observar el principio de legalidad y las garantías del debido proceso”

Por su parte, la Comisión de Venecia ha señalado que en los procedimientos disciplinarios, sobre todo en caso de revocación, la o el fiscal afectado “debería tener derecho a ser escuchado en el marco de un procedimiento contradictorio. En los sistemas en los cuales existe un Consejo de Fiscales, este consejo, o una comisión disciplinaria que dependa del mismo, podría tratar estos casos. Debería existir la posibilidad de interponer un recurso jurídico ante un tribunal contra sanciones disciplinarias”.
 

En consecuencia, la falta de garantías de un debido proceso en el procedimiento sancionatorio entraba la autonomía con la que un Fiscal Regional debe actuar, ya que estará sometido a los designios del Fiscal Nacional quien, sin control, puede sancionar a un Fiscal Regional sin fundamento.

La posibilidad de recurrir a un superior -o al menos a un tercero imparcial-  en el presente caso tiene mayor relevancia si constatamos que ya he sido objeto de una investigación administrativa, iniciada por el mismo Fiscal Nacional, por hechos similares que decían relación con la libertad de expresión de este Fiscal Regional y que significó mi remoción de la causa denominada CORPESCA, todo ello según consta en la copia de la investigación administrativa acompañada a esta causa.

No obstante haber sido sobreseído en dicha oportunidad, el Sr. Fiscal Nacional formuló aseveraciones en mi contra, que afectan su imparcialidad en el presente caso ya que los hechos allí investigados se relacionaban precisamente con las expresiones formuladas por mi parte en la prensa. 
En la Resolución FN/MP Nº1875 de 6 de octubre de 2016, el Sr. Fiscal Nacional señaló:

“Que resulta evidente y manifiesto que las instrucciones dadas a través del correo electrónico de fecha 5 de abril del presente año, en virtud del cual el suscrito imparte directrices especificas a los Fiscales Regionales en materia de concesión de entrevistas a medios de comunicación, sí constituye una instrucción ya que, como se expresó acertadamente por el investigador administrativo, se establece un lineamiento claro y preciso, el cual fue comunicado formalmente a los Fiscales Regionales. A mayor abundamiento, el propio artículo 6º de la Ley Nº19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, dispone que “los procedimientos del Ministerio Público deberán ser ágiles y expeditos, sin más formalidades que las que establezcan las leyes y procurarán la simplificación y rapidez de sus actuaciones”, siendo una alegación improcedente lo declarado a fs. 59 y siguientes por el investigado en cuanto a que no constituiría una instrucción.” …
Es decir, sobre el hecho de que el correo del 5 de abril de 2016 constituya instrucción sobre la materia (que forma parte de uno de los cargos en esta causa), ya se ha pronunciado previamente el Sr. Fiscal Nacional, incluso en abierta contradicción con la información remitida por la Directora de la Unidad de Asesoría Jurídica de la Fiscalía Nacional en esta causa, quien no ha incluido dicho correo dentro de las instrucciones vigentes en la materia. 
En la misma resolución, el Sr. Fiscal Nacional refirió:

“Que se concuerda plenamente con lo manifestado por el investigador administrativo en cuanto a que existió una falta de diligencia de parte del investigado, en orden a conocer las instrucciones y lineamientos impartidos por el Sr. Fiscal Nacional respecto de la relación con los medios de comunicación, especialmente de aquellas relativas a la concesión de entrevistas a medios de comunicación, ya que debió interiorizarse previamente de todas las instrucciones y lineamientos vigentes en la materia. Asimismo, se coincide con el Fiscal Regional Metropolitano Centro Norte en relación a que esa negligencia constituye una falta que no es de la entidad ni magnitud suficiente para ser sancionada administrativamente, sino que debe ser objeto de reproche por la vía de la evaluación de desempeño, específicamente en el ámbito reglamentario bajo el concepto de cumplimiento de “instrucciones, trabajos encomendados, lineamientos y directrices señalados por la jefatura directa.”
Tales amenazas de reproche, anunciadas en dicha resolución, fueron cumplidas por el Sr. Fiscal Nacional al rebajar considerablemente mis calificaciones, siendo actualmente el Fiscal Regional peor evaluado del país, en circunstancias que en los años previos había sido calificado con nota 7, lo que no se condice con la labor que he desarrollado en mi periodo de permanencia en el cargo, situación que ha sido incluso reconocida por otros intervinientes, lo que ha sido ignorado, prestando atención sólo a los reclamos de las defensas.

Por último, el Sr. Fiscal Nacional señaló en la misma resolución que:

“Respecto del tercer punto enunciado y analizado por el investigador administrativo, esto es, la infracción a la obligación de abstenerse de emitir opiniones acerca de los casos que tuvieren a su cargo, no resulta del todo claro, a juicio del suscrito, que tal conducta no tenga la entidad suficiente para merecer una sanción. No obstante, es dable tener presente que no hubo formulación de cargos en relación a ello por parte del investigador administrativo y debe tenerse presente, asimismo que, a lo menos, estamos en presencia de una materia que presenta límites ciertamente difusos.”

De esta forma, de qué manera podría gozar de imparcialidad el Sr. Fiscal Nacional -quien debe aplicar una eventual sanción en este caso- si ya ha adelantado juicio respecto de un antecedente fundamental en la presente investigación, cual es, el haber dado supuestamente una instrucción sobre las declaraciones que pueden prestar los Fiscales Regionales en la prensa, punto que abordaremos en detalle más adelante.

II. INEXISTENCIA DE LAS INFRACCIONES QUE SE SUPONEN INFRINGIDAS

A. EN RELACIÓN AL HECHO 1 

El instructor ha señalado que existe una infracción a instrucciones del Fiscal Nacional en relación a las declaraciones que se hacen a medios de prensa, en los siguientes términos: 

HECHO  N°1

“Entre los días 14 de enero y 06 de febrero, ambos de 2017, en su calidad de Fiscal Regional  de la VI Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, el inculpado Sr. Emiliano Arias Madariaga, encontrándose a cargo de las investigaciones s RUC N° 1700065204-4 (Incendio Nilahue Barahona, Pumanque) y RUC N°1601187896-6,  (Incendio Paredones), concedió múltiples entrevistas y cuñas a diferentes medios de prensa, sin haber previamente informado al Sr. Fiscal Nacional (con copia al Director de Comunicaciones de la Fiscalía Nacional)  la materia y fecha de las entrevistas y cuñas pactadas, no obstante haber tratado temas –relacionados con las indagaciones señaladas – que trascendían el ámbito local  o regional. De esta forma,  la conducta mencionada se manifestó en distintos  medios de comunicación ,  tanto escritos como audiovisuales, a saber: a) En cuanto a medios escritos: en publicaciones de los días 14 de enero de 2017, del diario “El Rancagüino; 21 de enero de 2017, del diario “El Mercurio”; 22 y 29 de enero de 2017, ambas del diario “La Tercera”; y 06 e febrero de 2017, del diario “La Segunda”; b) En medios audiovisuales:  los días 19 de enero 2017, en  Televisión Nacional de Chile; 20 de enero de 2017, Canal 13,; 23 de enero  de 2017, en Radio Cooperativa y Canal 13; 24 de enero de 2017, en Radio ADN; y 26 de enero de 2017, Radio Bio Bio. Todo lo anterior en contravención a instrucción, impartida con fecha 05 de abril de 2017 por el SR. Fiscal Nacional, dirigida a los Fiscales Regionales del país.”

Cabe destacar que el investigador funda su imputación, la que debemos considerar un equivalente a una acusación en materia penal, en antecedentes fácticos y normativos errados. En efecto, yerra en dichos aspectos: 

1.1. Señala el Sr. Paredes Valenzuela que lo infringido es una instrucción del Fiscal Nacional contenida en un correo electrónico, el que que no reúne los requisitos legales mínimos para ser considerada una instrucción de efectos generales y obligatorios tal como lo establece la Ley Orgánica Constitucional capaz de modificar, derogar o alterar de algún modo las instrucciones dadas por el Sr. Fiscal Nacional, Guillermo Piedrabuena Richards y el Sr Fiscal Nacional, don Sabas Chahuán Sarrás, esto es, los oficios números 40, del año 2001 y 60 del año 2014. Lo anterior como consta en la propia carpeta de investigación administrativa.  En efecto, a requerimiento del investigador, doña Marta Herrera Seguel, Directora de la Unidad de Asesoría Jurídica, señala en su oficio respuesta que los oficios del Fiscal Nacional e instructivos vigentes en materia de vocerías y alcance del secreto en las actuaciones de la investigación son los ya señalados oficios, sin mencionar siquiera el correo electrónico en que se funda la imputación, correo que -además de los Fiscales Regionales de la época - fue destinataria de este correo, la propia  Sra. Marta Herrera, más la Directora Ejecutiva Nacional y el Asesor de Prensa de ese entonces, según da cuenta el referido documento impreso y acompañado a la investigación;

1.2. El referido correo electrónico según un simple análisis literal del mismo no da cuenta de una instrucción sino de una solicitud, lo que se ve corroborado al carecer el Sr. Fiscal Nacional de facultades que limiten la libertad de expresión de cualquier persona, tal aserto basta para restar validez desde un punto de vista normativo el considerar el señalado correo electrónico de 5 de abril de 2016 como si se tratase de una instrucción;

1.3. Además del análisis literal del mismo es posible constatar que en parte alguna se establece que exista la obligación de dar aviso por anticipado de la realización de una entrevista.

1.4. Las instrucciones vigentes en la materia son el oficio 40, del año 2001, el que resulta plenamente aplicable para este caso pues se refiere, entre otras, a investigaciones de interés para la Región en la que debe intervenir el Fiscal Regional, en este caso, para los habitantes de la Región de O´Higgins. Este oficio, incluso obliga a los Fiscales Regionales a adelantarse a los requerimientos de la prensa. Es precisamente este instructivo que el Sr. Paredes Valenzuela omite antojadizamente, justo aquel que beneficia la postura del investigado, y lo hace antojadizamente pues, aparte de ser conocido por él, se encuentra adjunto a la investigación administrativa. 

1.5. Otra imputación carente de sustento relacionada con el hecho 1 y el cargo formulado en el 1.1. del oficio de formulación de cargos es que el investigador me imputa haberme referido a hechos delictuales que excedían a la Región de O´Higgins, nada más apartado de los antecedentes de la carpeta investigativa, pues todos los artículos de prensa acompañados son referidos a incendios acaecidos en la Región de O´Higgins.

Además de todo lo anterior, cabe destacar el hecho de encontrarnos en una situación de calamidad en el territorio de la Región de O”Higgins, zona de catástrofe y estado de excepción constitucional, siendo estos hechos públicos y notorios y reconocidos como tales tanto por el Fiscal Nacional como por su Asesora de Comunicaciones, señalando incluso el primero en correo electrónico, que se acompañará en la etapa probatoria, que “no solo debemos cumplir nuestro rol, también tenemos la obligación de entregar información cierta, correcta, actualizada y coherente a la ciudadanía” refiriéndose a las investigaciones penales por incendios forestales.
B. EN RELACIÓN AL HECHO 2. 
En relación con el Hecho 2 consignado en la formulación de cargos, el instructor ha formulado el siguiente cargo:

“Asimismo, en relación al Hecho Nº2, se advierte una infracción flagrante a aquellas disposiciones establecidas en la Ley Nº19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, que regulan la inhabilitación de los Fiscales, al ordenar en su calidad de Fiscal Regional la apertura de oficio de una investigación criminal, siendo víctima del ilícito que funda la investigación, no dando cuenta además, a su superior jerárquico, en la forma establecida, de la existencia de dicha inhabilidad prevista expresamente en la Ley”.

Sin embargo, los hechos en que se funda dicho cargo NO SON EFECTIVOS, como se detalla a continuación:

a) El instructor ha dado por establecido que con fecha 16 de marzo de 2017, en mi calidad de Fiscal Regional, ordené al Fiscal Jefe de Rancagua el inicio de oficio de una investigación penal.

Sin embargo, tal hecho es absolutamente falso, nunca he ordenado al Fiscal Jefe de la Fiscalía Local de Rancagua el inicio de una investigación de oficio por el delito del Art. 161 A del Código Penal.

Para ello basta con examinar 2 antecedentes existentes en la presente investigación que ha ignorado absolutamente el instructor:

1. El Oficio FR Nº51-2017 de fecha 16 de marzo de 2017 en virtud del cual en mi carácter de Fiscal Regional de O”Higgins pongo en conocimiento del Fiscal jefe de Rancagua hechos consistentes en una grabación captada en una reunión privada en un lugar que no es de libre acceso al público, sin mi consentimiento y que fue posteriormente difundida en un medio de comunicación social, culminando dicho oficio de la siguiente manera: “Lo anterior para los fines que estime pertinentes”.
Es decir, en ninguna parte de dicho oficio se instruye ejecutar acción alguna, sino que se ponen en conocimiento los antecedentes para que sea el Fiscal Jefe referido quien decida las acciones a seguir.

2. Declaración del Fiscal Jefe de Rancagua Sergio Moya Domke de fecha 3 de mayo de 2017, quien al respecto señaló:

“El día 16 de marzo de 2017 recibí el Oficio FR Nº51-2017 mediante el cual se ponía en mi conocimiento antecedentes relacionados con una grabación captada en una reunión privada…Previo a la recepción del oficio, el Fiscal Regional me dijo personalmente que me iba a enviar estos antecedentes para que yo evaluara si ameritaban alguna investigación penal. No me dice nada más.”

Es decir, en ninguna parte de esta declaración se señala haber recibido una instrucción de abrir causa de oficio, por el contario se señala que se le indica al Fiscal Jefe que evaluara si ello ameritaba investigación penal.

El instructor ha desconocido – sin explicación- dos antecedentes esenciales para dar por establecida una supuesta instrucción: el documento que la contendría y la declaración de quien habría recibido la instrucción, antecedentes que como se ha dicho, descartan la imputación efectuada.

b) El instructor ha dado por establecido que el Fiscal Regional de O”Higgins don Emiliano Arias, le afecta la inhabilidad prevista en el Art. 55 Nº1 de la Ley 19.640.

Sin embargo, nuevamente el instructor – sin explicación alguna - ignora los antecedentes de la investigación.

En efecto, consta a fs. 264 el listado de fiscales que han tenido asignada la causa  RUC 17000257938-3.

En dicho listado, parecen 3 fiscales que tuvieron asignada dicha causa, NINGUNO DE LOS CUALES HA SIDO EL FISCAL REGIONAL EMILIANO ARIAS, ni siquiera el Fiscal Jefe de Rancagua.

Parece ser útil recordar que el Art. 54 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, señala:

“No podrá dirigir la investigación ni ejercer la acción penal pública respecto de determinados hechos punibles el fiscal del Ministerio Público respecto del cual se configure alguna de las causales de inhabilitación que establece el artículo siguiente”

En mi carácter de Fiscal Regional no he dirigido la investigación en dicha causa ni menos ha ejercido la acción penal pública respecto de la misma, pues, como se dijo, sólo ha puesto en conocimiento del Fiscal Jefe referido los antecedentes que podrían constituir un delito. 

De esta manera, no me ha afectado jamás dicha inhabilidad, desde que su actuación se ha limitado a poner en antecedentes un determinado hecho.

Suponer que un Fiscal dirige investigación o ejerce acción penal por el hecho de poner en conocimiento hechos manifiesta un total desconocimiento de lo que es la dirección de la investigación y el ejercicio de la acción penal, que entendemos, no debiera ser el caso.

De esta manera, no teniendo fundamento fáctico alguno el hecho contenido en el Nº1 de la formulación de cargos, y por el contrario pareciendo claramente que no son efectivos dichos hechos, no pueden darse por infringidas las normas de los Art. 54, 55 , 56, 57, 58 y 59 de la Ley 19.640.

C. EN RELACIÓN AL HECHO 3.

El aspecto más grave de las imputaciones efectuadas por el Fiscal investigador es la imputación de un delito en mi contra sin que se me haya informado aquel trascendental aspecto el día en que presté declaración y sin que se haya puesto, como era su deber,  en conocimiento del Fiscal Nacional tal hecho. Lo anterior por cuanto la gravedad de las imputaciones en el Hecho Nº3 relacionado con el cargo de la letra c) de su oficio de formulación cargos, amerita sea conocido en un proceso penal pleno de garantías y no uno administrativo de un rango infinitivamente inferior. Basta solo mencionar el hecho de que se tienen sólo dos días para responder la grave acusación efectuada por el investigador Sr. Paredes Valenzuela. En efecto, señala el investigador, en los hechos investigados, lo siguiente:

HECHO N°3

“Con fecha 01 de febrero de 2017, en su calidad de Fiscal Regional de la VI Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, el inculpado Sr. Emiliano Arias Madariaga, encontrándose a cargo de las investigaciones s RUC N° 1700065204-4 (Incendio Nilahue Barahona, Pumanque) y RUC N°1601187896-6,  (Incendio Paredones), mantuvo una reunión de carácter  público con un número indeterminado de vecinos de la comuna de Pumanque, VI Región. Dicha reunión fue organizada y llevada a cabo por instrucción del Sr. Aria Madariaga, de manera desprolija  al no mantener un registro fidedigno de los asistentes y no restringir el ingreso de sujetos no intervinientes  en las causas precisadas con anterioridad.  En ella intervino, a viva voz,  entregando información a terceros ajenos a las investigaciones, emitiendo opiniones acerca de las indagaciones reseñadas, señalando de manera textual:  “…Esta es una transnacional española gigantesca que se llama Gas Natural Fepasa, esa es la dueña de CGE…”;”…como obligación del fiscal, yo tengo que asegurar que en caso de que estos sean condenados les paguen, Los indemnicen de alguna manera… precisamente son sociedades anónimas  que transa en la bolsa, tienen capital y yo puedo asegurar responsabilidad…”; “…Yo no tengo nada que ver con el gobierno. Yo en la investigación penal no tengo jefe. Tengo una relación institucional con el Fiscal Nacional, pero la investigación la tengo yo…”; “…Voy abrir una investigación paralela pero separada en contra de las otras instituciones que ustedes me dicen… ONEMI, SEC, Superintendencia, CONAF…”; “… Al día de hoy ya conozco las causas por las cuales se originó el incendio… fueron mala mantención de las franjas de seguridad del tendido eléctrico. En esa franja había un árbol que no tenía porque estar ahí.  La ley obliga a efectuar esa mantención a la empresa eléctrica. En ese caso CGE…”;”…Una cosa es el origen del fuego y la mantención de la franja… la obligación legal es de CGE… Luego, el tema de la Superintendencia y de la SEC… también tienen obligaciones  y determinar si cumplieron o no…Todo lo anterior, sin que se haya ventilado previamente audiencia judicial pública y en presencia de personas que no revestían la calidad de intervinientes”.

Sin perjuicio de la necesidad de que estos hechos se investiguen en sede penal cabe destacar que los cargos formulados en relación con este hecho son vagos, señalando una imputación general relativa a haber ventilado antecedentes ante terceros, sin indicar siquiera qué antecedentes fueron los ventilados, ni menos aún qué terceros se encontraban al interior de la reunión en la que se citó a víctimas y afectados del incendio denominado Nilahue Barahona, investigado en la causa RUC 1601187896-6 el que quemó más de 49.000 hectáreas. Cabe destacar que la referida reunión fue una en la que, luego de solicitar audiencia de formalización de la investigación respecto de tres imputados por su responsabilidad a título de autores de un delito de 5 incendios, entre los que se encontraba Nilahue Barahona, se hizo con el objeto de cumplir con la obligación constitucional y legal del Fiscal de dar información a las víctimas acerca de los hechos a formalizar, acerca de los formalizados, el proceso penal y de su derecho a ser indemnizados, entregando tal información en la referida reunión. 
Al respecto, cabe hacer presente que cuando una infracción es delito, se debe investigar penalmente, en un proceso respetuoso de las garantías y no uno administrativo como el presente atentatorio de las mismas. Por esta razón y en relación a esta imputación, se le hace presente al investigador que se envió al Fiscal Nacional Oficio de 7 de junio de 2017 en el cual se informa la imputación de hechos constitutivos de delito a fin de sean investigados en la sede que corresponda.

SEGUNDO OTROSÍ: En conformidad con el Art. 45 del Reglamento de Responsabilidad Administrativa de Fiscales y Funcionarios del Ministerio Público, ofrezco rendir prueba en la presente investigación, valiéndome de todos los medios de prueba, especialmente  testigos y documentos, solicitando conceder el plazo máximo para la rendición de la misma.

TERCER OTROSÍ: PIDO a UD. tener presente que designo abogado patrocinante y confiero poder a la abogada MARISA NAVARRETE NOVOA, con domicilio en Huérfanos 1294 Of. 31 Santiago, correo electrónico mnn@mnnabogados.cl.

CUARTO OTROSÍ: Solicito a Ud. notificarme las resoluciones que se dicten al correo electrónico eariasm@minpublico.cl y mnn@mnnabogados.cl.

� Directrices sobre la función de los fiscales, Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba), del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990, ONU Doc. A/CONF.144/28/Rev. 1 p. 189 (1990), Directrices 21 y 22, disponible en � HYPERLINK "http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/RoleOfProsecutors.aspx" �http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/RoleOfProsecutors.aspx�. 


� Directriz Nº4 ob. cit.


� “Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho en las américas”, p. 81 y 82, disponible en http://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-Justicia-2013.pdf


� Comisión Europea para la Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia). Informe sobre las normas europeas relativas a la independencia del sistema judicial: Parte II – el Ministerio Público. Adoptado por la Comisión de Venecia en su 85a reunión plenaria (Venecia, 17-18 de diciembre de 2010), Estrasburgo, 3 de enero de 2011, párr. 52, citado en ob. cit. p. 82)








